TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

       
Magistrada Ponente:  Claudia María Arcila Ríos


Pereira, diez de noviembre de dos mil nueve


Acta No. 589 del 10 de noviembre de 2009


Expediente 66001-31-03-005-2005-00133-01

Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por las partes contra la sentencia proferida  por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, en el proceso ordinario promovido por Eugenia Salazar Schadlich contra John Jairo Castaño Torres.

I      ANTECEDENTES

1. Con la acción instaurada pretende la actora, se declare  la simulación absoluta del acto jurídico contenido en la promesa de compraventa que suscribió con el demandado, el 19 de mayo de 2004, respecto de un inmueble que describe por sus linderos, ubicado en el paraje de Cerritos de esta ciudad. 

1.1. De manera subsidiaria solicita se declare la ineficacia jurídica del mismo acto, por prometerse en dicho contrato la venta de un inmueble de aquellos que la ley permite rescindir por lesión enorme. 

1.2. En  la segunda pretensión subsidiaria reclama la nulidad relativa del acto jurídico contenido en  la referida promesa.

1.3. Y como consecuencia de cada una de las pretensiones, pide se ordene que las cosas regresen al estado en que se encontraban  antes de suscribirse la promesa y se condene al demandado a pagar las costas del proceso.

2. Los hechos en que la demandante sustenta las pretensiones principales pueden resumirse así:

2.1. A principios del año 2002 los señores Eugenia Salazar Schadlich y John Jairo Torres Castaño celebraron un contrato de prestación de servicios mediante el cual el último se comprometió a representar los derechos de la primera en la Sociedad Salazar Schadlich S. en C. en liquidación y efectivamente lo hizo hasta abril de 2004 cuando fue nombrado liquidador de la comunidad.

2.2. En el mes de mayo de 2004 el demandado le manifestó que necesitaba conseguir un préstamo bancario, para lo cual debía acreditar que tenía propiedad raíz y para ese fin le solicitó que suscribieran una promesa de compraventa sobre un lote de terreno de los que componen la parcelación el trapiche, advirtiéndole que el acto no los vinculaba y que era solo un formalismo para obtener el crédito bancario.

2.3. Confiando en el demandado, suscribieron el contrato objeto de esta controversia y el citado señor se presentó a la respectiva notaría, aunque tenía pleno conocimiento de que se trataba de un acto simulado y la obligación no era exigible porque no contenía una manifestación real de voluntad; además sabía que los lotes no se habían desenglobado, labor que él como liquidador debía adelantar.

2.4. Las partes pactaron  que el plazo para perfeccionarse la escritura  se modificaría teniendo en cuenta  los trámites propios del proceso de desengloble.

2.5. La demandante no recibió ninguna suma como retribución “por la suscripción del Contrato (sic) de Promesa (sic) que se le había solicitado firmar”.

2.6. El inmueble prometido en venta tenía al momento de suscribir la promesa, un valor diez veces superior al pactado en ese acto.

3. Esos mismos hechos sirvieron de sustento a las primeras pretensiones principales.

4. También a las segundas, pero se adicionó con uno en el que se lee que el demandado utilizó maniobras fraudulentas, engaños, mentiras y reticencias para lograr que la demandante suscribiera el contrato.

5. Por auto del 22 de julio de  2005 se admitió la demanda.

6. Trabada la relación jurídica procesal el demandado, por medio de apoderado judicial, dio respuesta al libelo. Negó en su mayoría los hechos de la demanda con el argumento fundamental de no ser simulado el acto que contiene la promesa de compraventa que suscribió con la demandada como pago de sus honorarios profesionales. Se opuso a las pretensiones y como excepción de fondo formuló la que denominó “temeridad y mala fe”.

6.1. Además formuló demanda de reconvención en la que solicita se hagan las siguientes declaraciones:

6.1.1. Que el contrato de promesa de compraventa que celebró con la señora Eugenia Salazar Schadlich, el 19 de mayo de 2004, es relativamente simulado.

6.1.2. Que la verdadera intención de las partes fue celebrar un contrato de prestación de servicios  profesionales, con el que se sustituyó el primer contrato que suscribieron el 18 de abril de 2002 para definir el lote de terreno que habría de entregársele al Dr. Torres Castaño como pago de sus honorarios profesionales, en la asesoría brindada a la señora Eugenia Salazar Schadlich dentro del proceso de liquidación de la sociedad Salazar Schadlich y Cia. S.C. en liquidación, desde el mes de enero de 2002.

6.1.3. Que la demandada en reconvención incumplió el contrato y en consecuencia, debe pagar al demandante los perjuicios morales y materiales causados. Los primeros en el equivalente a 1.000 gramos oro y los segundos, de acuerdo con la tasación que se haga por peritos.

6.1.4. Se ordene a la demandada cumplir el contrato celebrado, para lo cual ofrece tres opciones diferentes.

6.1.5. Se condene a la citada señora pagar las costas causadas.

6.2 Como fundamento de esas pretensiones, narró el demandante en reconvención los siguientes hechos:

6.2.1 Celebró con la demandante un contrato de prestación de servicios profesionales para representarla en el proceso de liquidación de la sociedad Salazar Schadlich y Cia. S.C. en liquidación, el que suscribieron el 18 de abril de 2002, aunque venía apoderándola desde enero de ese año.

6.2.2 Los honorarios se pactaron en la suma de $40.000.000 y se acordó en la cláusula cuarta del contrato que los honorarios se pagarían mediante la dación en pago de un lote de terreno que hace parte de la finca El Trapiche, ubicada en el paraje de Cerritos del Municipio de Pereira, que tendría una extensión de 6.6667 metros cuadrados, el que se entregaría desenglobado, con matrícula inmobiliaria independiente y servicios públicos de energía y acueducto; además, el lote sería escogido libremente por el Dr.  Castaño Torres, entre los que correspondieran a la demandada en el proceso de liquidación de la sociedad y la entrega se realizaría una vez protocolizado ese acto.

6.2.3. En el parágrafo segundo de la cláusula cuarta del contrato se pactó que ante la total imposibilidad para entregar el lote de terreno, se pagaría la suma pactada en dinero efectivo, una vez protocolizado el acuerdo de pago y/o la liquidación de la sociedad.

6.2.4. Como la asesoría ofrecida por el demandante se fue extendiendo a otros asuntos y prolongando en el tiempo,  las partes resolvieron celebrar otro contrato que sustituyera el anterior y fue así como el 19 de mayo de 2004 suscribieron el que denominaron promesa de compraventa, por medio del cual la señora Salazar se comprometió a transferirle a título de venta el lote No. 7, hoy 20, que se describe en la demanda principal, y como las partes eran concientes de que no se trataba de un promesa de compraventa sino de definir el lote de terreno que se entregaría al Dr. Castaño Torres como pago de sus honorarios, acordaron señalar como precio el mismo que le habían dado en el primer contrato entre ellos celebrado y manifestar que ya lo había recibido la señora Salazar Shadlich.

6.2.5. Para entonces las integrantes de la sociedad Salazar Shadlich y Cia. S.C. habían llegado a un acuerdo, aún no protocolizado, sobre la forma como se distribuirían los lotes de la finca El Trapiche, correspondiéndole a la señora Eugenia Salazar, entre otros el lote No. 7, hoy 20, se dijo que la promitente vendedora lo había adquirido  por adjudicación en la liquidación de la referida sociedad y que era de su exclusivo dominio.

6.2.6. En la misma fecha en que se suscribió la promesa, el 19 de mayo de 2004, entró en posesión del bien y mandó realizar algunas labores de limpieza, amojonamiento y cuidado y a raíz de algunas diferencias entre las partes, la demandada decidió prohibirle la entrada al lote de terreno.

6.2.7. Pactaron además las partes que la señora Eugenia Salazar realizaría el desenglobe del terreno, lo que aún no ha hecho; también, que el 15 de septiembre de 2004 a las 2:30 p.m., en la Notaría Quinta de Pereira, se otorgaría la respectiva escritura pública, acto al que solo se presentó el demandante en reconvención.

6.2.8. Éste cumplió sus obligaciones, mas no la demandada y en tal forma se le causaron perjuicios materiales y morales.

6.3 Admitida la demanda de mutua petición, se respondió de manera oportuna mediante escrito en el que la señora Salazar Shadlich negó en su mayoría los hechos de la demanda; se opuso a las pretensiones  y como excepción de fondo propuso la que denominó “falta de causa para demandar”.

6.4. Posteriormente se reformó esa nueva acción y solicitó el demandante se declare que la verdadera intención de las partes en el contrato celebrado el 19 de mayo de 2004, fue la de celebrar un contrato de dación en pago, a la que también se opuso la demandada, quien alegó como excepción de fondo la misma que propuso al responder la demanda inicial.

7. Realizada la audiencia que desarrolla el artículo 101 del Código de Procedimiento Civil sin que se hubiese logrado la conciliación, se decretaron las pruebas solicitadas y practicadas en lo posible, se dio traslado a las partes para alegar, término que ambas aprovecharon. 

II      LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

Culminó la instancia con sentencia del 17 de septiembre de 2008, en la que se declaró la nulidad absoluta de la promesa de compraventa  que suscribieron las partes el 19 de mayo de 2004; se negaron las pretensiones de la demanda principal y las de la de reconvención; se declararon no probadas las excepciones propuestas y se condenó “a los demandantes al pago de las costas de los referidos procesos a favor de los demandados”.

Para decidir así, consideró el a-quo, después de analizar las pruebas incorporadas a la actuación, que no demostraban la “tan mentada simulación relativa, amén de que con las pruebas recaudadas no se dejar ver cual (sic) fue el móvil que llevó a simular el contrato”; advirtió que no entiende por qué se alude a un contrato de dación en pago desde el momento en que las partes suscribieron el contrato de prestación de servicios “cuando esta figura debe entenderse que surge posterior al negocio original o contrato primitivo”.  Luego se expresó que tampoco se demostró que esa clase de contrato era el que efectivamente querían realizar las partes, ni resulta posible, por su propia naturaleza, celebrar una promesa con esa finalidad.

Por último analizó la validez del contrato demandado y encontró ausente el requisito exigido por el numeral 3º del artículo 89 de la Ley 153 de 1887, es decir, el plazo o condición  que fije la época en que ha de celebrarse el contrato prometido, razón por la cual declaró su nulidad absoluta y estimó que en esas condiciones no es necesario “seguir estudiando las pretensiones subsidiarias incoadas ni las excepciones planteadas en contra de las mismas… no así en cuanto a la demanda de reconvención, en virtud, (sic) a que como en la pretensión principal de la demanda principal, ella se refiere a la acción de simulación del contrato aportado, lo cual hace que deban ser estudiadas desde la perspectiva planteada por las partes”.  A pesar de ello, aduce, ninguna de las pretensiones subsidiarias estaría llamada a prosperar y concluye que no prosperan las pretensiones principales, ni las subsidiarias de la demanda principal y de la de reconvención, ni las excepciones propuestas. 

III      LA APELACIÓN

El demandado en la acción principal, inconforme con el fallo lo impugnó. Posteriormente la actora, apeló en forma adhesiva.

Adujo el primero que la promesa sí contiene la fecha en que se ha de celebrar el contrato de dación en pago, aunque se le denominó de compra venta, toda vez que contiene la fecha precisa  en que las partes debían concurrir a la Notaría Quinta de Pereira, con el fin de otorgar la respectiva escritura pública por medio de la cual se perfeccionaría la transferencia del bien que constituye su objeto. En consecuencia, solicita se revoque el fallo impugnado, se nieguen las pretensiones de la demanda principal y se acceda a las de la reconvención, toda vez que demostró, con las pruebas practicadas que las partes tuvieron la intención de celebrar un contrato como forma de pactar los honorarios que la actora adeudaba al demandado, que equivalían a suma superior a los $40.000.000 plasmados en la convención, porque siguió asesorándola por algún tiempo; que de acuerdo con la prueba pericial practicada, no se configuró la lesión enorme cuya declaratoria se solicita en forma subsidiaria y que tampoco demostró la demandante las maniobras  fraudulentas, engaños y mentiras que se dice empleó el demandado para obtener que se suscribiera la promesa de compraventa. Concluye que el contrato de fecha 9 de mayo de 2004 tiene pleno valor entre las partes, que si hubo simulación, apenas fue relativa; que la citada señora incumplió lo pactado y que en consecuencia deben prosperar las excepciones que él propuso, así como las pretensiones de la demanda de reconvención.

La segunda sostiene que las partes están de acuerdo en ser simulado el acto demandado, sin que pueda el juzgado exigir más pruebas para demostrar ese hecho; no se valoró el testimonio del señor Guillermo Largacha, única persona que presenció su celebración y que los demás testimonios son todos de oídas. Sostiene que se demostró la simulación absoluta cuya declaración solicitó y que de no aceptarse ese argumento, acepta la decisión del juzgado que lo declaró nulo porque efectivamente no se señaló fecha para celebrar el contrato “tan solo se pacto (sic)  fecha para SOLEMNIZAR mediante escritura pública el mismo contrato de promesa de compraventa y no para otorgar escritura pública de compra venta o de dación en pago”. También expresó que se demostraron las maniobras fraudulentas empleadas por el demandado, así como la lesión enorme y por todo ello, debe accederse a sus pretensiones y declarar probadas las excepciones propuestas en la demanda de reconvención.

 IV      CONSIDERACIONES

Están  dadas  las  condiciones  para  desatar  de  fondo  la controversia.

Pidió la actora en la demanda principal, se declarara la simulación absoluta de la promesa de compraventa que suscribió con el demandado.  Éste, en la demanda de reconvención, solicitó la simulación relativa del mismo acto y que la verdadera intención de las partes fue la de celebrar un contrato de dación en pago.

Para que la promesa de celebrar un contrato se constituya en causa eficiente de las obligaciones y derechos que con su celebración surgen para las partes, deben converger a su formación los requisitos previstos en el artículo 89 de la Ley 153 de 1887, que son:

1º. Que la promesa conste por escrito.

2º. Que el contrato a que la promesa se refiere no sea de aquellos que las leyes declaran ineficaces por no concurrir los requisitos que establece el artículo 1511 del Código Civil.

3º. Que la promesa contenga un plazo o condición que fije la época en que ha de celebrarse el contrato.

4º. Que se determine de tal suerte el contrato, que para perfeccionarlo solo falte la tradición de la cosa o las formalidades legales.

La omisión de cualquiera de esos requisitos invalida la promesa y en consecuencia, impide demandar su cumplimiento o resolución o cualquier otra acción personal que pretendan ejercer las partes con fuente en dicho vínculo jurídico y en esas condiciones, lo primero que debe analizar el juez es su validez, porque solo cuando ésta se haya establecido será posible definir las pretensiones que tienen  como fundamento ese acto jurídico.

En el caso concreto, el juez de primera instancia no se  detuvo a hacer ese examen preliminar y procedió en primer lugar al análisis de la simulación que cada parte alegó. Sólo después de concluir que no se hallaban demostradas la absoluta ni la relativa propuestas en su orden en la demanda principal y en la de reconvención, se ocupó del estudio de la validez de la promesa, para determinar que se hallaba ausente el tercero de los requisitos citados.

Sin embargo, del escrito que contiene la promesa surge de manera evidente que tal presupuesto si se encuentra satisfecho. En efecto, en la cláusula noventa textualmente se consignó: “OTORGAMIENTO DE LA ESCRITURA PUBLICA: El otorgamiento de la escritura pública para solemnizar el presente contrato de compraventa se efectuará el día 15 de septiembre de 2.004, a las 2:30 de la tarde en la Notaría Quinta del Circulo de Pereira. PARAGRAFO. No obstante lo anterior las partes de mutuo acuerdo y por escrito, podrán modificar el plazo estipulado, teniendo en cuenta los trámites administrativos propios del proceso de desenglobe”.

Para el funcionario de primera instancia no pasó inadvertido el contenido de esa cláusula, a pesar de lo cual consideró que no se satisfacía el requisito de que se trata porque “la principal obligación que surge de la promesa es la de hacer (en este caso suscribir el contrato prometido), pero, ello no limita a las partes para que se impongan otras obligaciones o cargas (Autonomía de la voluntad) las cuales en muchas veces podrán o tendrán que ver con las que emanan del contrato prometido y hasta exigiendo, para que produzca efectos, otros requisitos (solemnidades)…”

Aunque el argumento no es lo suficientemente claro, parece   que a juicio del a-quo deben emplearse frases sacramentales para atender el requisito de que se trata, como proponiendo que lo que pretendieron las partes fue elevar a escritura pública la promesa de compraventa, desconociendo la claridad de la cláusula, las reglas de interpretación de los contratos previstas en los artículos 1618 y siguientes del Código Civil y la inteligencia que a la misma dieron las partes en el proceso, al aceptar en sus distintas intervenciones que en el documento que contiene la promesa se pactó como fecha para formalizar el contrato prometido el 15 de Septiembre de 2004, fecha en la que acudió el demandado en la acción principal a la Notaría Quinta de Pereira con ese fin, como lo acredita la certificación que obra a folio 47 del cuaderno principal.

Surge entonces de manera evidente que el requisito echado de menos sí se encuentra satisfecho.

No observó sin embargo el juez de la causa que ausente se hallaba el de la determinación del contrato, en forma tal que para perfeccionarlo solo falte la tradición de la cosa o las formalidades legales, requisito respecto del cual enseña la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia:

“Es así como la Corte en torno al entendimiento del artículo 89 de la ley 153 de 1887, ha reiterado que “como en el contrato ajustado como promesa de compraventa no se dieron los linderos del inmueble objeto de ella, el bien quedó indeterminado y por ello la promesa no produce obligación alguna (...) En frente de lo preceptuado por la regla 4ª del precitado artículo 89 de esa ley 153, la doctrina y la jurisprudencia han interpretado siempre esa disposición legal en el sentido de que, cuando la promesa versa sobre un contrato de enajenación de un inmueble, como cuerpo cierto, éste debe determinarse o especificarse en ella por los linderos que lo distinguen de cualquiera otro.” (CLXXX - 2419 página 226). 

“Y en providencia posterior señaló: “en cambio, cuando el objeto del contrato es un bien inmueble la dirección del problema cambia de rumbo, pues si su identificación por medio de linderos tiene que aparecer en el instrumento público también deben consignarse en la promesa, porque al notarse su ausencia en ésta, simbolizaría que el perfeccionamiento del contrato quedaría supeditado, no sólo al otorgamiento de la escritura pública -como es lo que dice el precepto-, sino también a la averiguación de los detalles por medio de los cuales se distingue un inmueble. (...) En suma, el alindamiento del inmueble objeto del contrato prometido ha de formar parte de la descripción que de dicho contrato se realice en la promesa a causa de que sin él ese contrato no podría ser perfeccionado...(...) El soporte último de lo precedentemente expuesto hállase en lo que un comienzo se manifestó: no obstante que la promesa ofrezca su propio e inconfundible contorno jurídico, es innegable que, en su estructura y en su función, se guía por el contrato prometido por ser éste el que le proporciona sentido a su causa y a su objeto. De ahí, el correlativo y proporcionado anudamiento que entre ambos debe darse; de ahí también, el por qué la promesa, al trazar su influjo sobre el contrato prometido, lo deba perfilar de una manera tal que éste, al momento de su realización, no pueda menos que ser mirado como un fiel trasunto de la descripción vertida en la promesa.” (CLXXXIV - 2423, página 396).

“Conclúyese que la especificación o singularización del bien prometido no queda sometida a la discrecionalidad de los promitentes pactantes, pues si de acuerdo con la ley, lo único que debe quedar pendiente es la tradición o la ejecución de las formalidades legales, es porque el contrato prometido está determinado a cabalidad. 

“Y siendo clara la relación de inescindibilidad que ata a la promesa de contratar con el contrato prometido, no resulta extraña la aplicación en la promesa de las normas que regulan la identificación de los bienes que se han de enajenar, al no existir divorcio entre los dos contornos negociales, pues finalmente el camino para la compraventa es la promesa y el derrotero que deberán seguir los contratantes para la confección de la escritura pública debe venir demarcado desde la misma promisión….” 

En el escrito que contiene la promesa fundamento de las pretensiones, se identificó el inmueble objeto del contrato como el “lote de terreno No. 7 con un área del 23.517.15 metros cuadrados, ubicado en el Municipio de Pereira, Paraje de Cerritos, en la Parcelación de lotes campestres El Trapiche, según levantamiento topográfico adjunto el cual forma parte de este contrato” a continuación se describen sus linderos de acuerdo con el referido plano. Más adelante, en la cláusula sexta, se pactó que la promitente vendedora se obliga a su costa a realizar el respectivo desenglobe del terreno prometido en venta y los trámites para adquirir la matrícula inmobiliaria, ficha catastral y nomenclatura independiente y en el parágrafo de la cláusula novena acordaron las partes que podrán modificar el plazo para suscribir la escritura pública,  teniendo en cuenta los trámites propios del proceso de desenglobe.

Del contenido de esas cláusulas se infiere que el lote prometido en venta hace parte de otro de mayor extensión  y respecto de éste no se indicaron sus linderos generales, ni la matrícula inmobiliaria.

En tal forma no se satisfizo el requisito que se analiza porque para ello resultaba no solo menester identificar la porción del inmueble sino todo aquel del que hace parte. Al señalarse únicamente los linderos del predio que enclavado está en otro, sin especificar los del último, ni el número de su matrícula inmobiliaria, se quedaron quienes suscribieron el respectivo documento a mitad de camino porque no resulta posible distinguirlo con seguridad de cualquier otro para satisfacer el mandato contenido en el artículo 31 del Decreto 960 de 1970, según el cual “Los inmuebles que sean objeto de enajenación, gravamen o limitación se identificarán por su cédula o registro catastral, si lo tuvieren; por su nomenclatura, por el paraje o localidad donde están ubicados, y por sus linderos...”.

Y no valga decir que los contratantes conocían cuál era el predio objeto de la promesa o que los linderos resultaban determinables al hacerse referencia a un plano que hace parte del mismo, el que no se arrimó al proceso, porque la exigencia de la norma es clara imponer como obligación a quienes deciden celebrar una promesa de contrato,  identificar por escrito el bien que constituye su objeto, en forma tal  que solo falte su tradición.

Así las cosas, como la eficacia de la promesa está sujeta a la satisfacción de las solemnidades previstas por el artículo 89 de la Ley 153 de 1887 que atrás se transcribieron, ante la ausencia de alguna de ellas, el contrato se torna nulo en forma absoluta y el juez está obligado a declararlo así, aún de oficio, de acuerdo con el artículo 2º de la Ley 50 de 1936, subrogatario del 1742 del Código Civil, que dice:  “La nulidad absoluta puede y debe ser declarada por el juez, aun sin petición de parte, cuando aparezca de manifiesto en el acto o contrato; puede alegarse por todo el que tenga interés en ello; puede así mismo pedirse su declaración por el Ministerio Público en el interés de la moral o de la ley. Cuando no es generada por objeto o causa ilícitos, puede sanearse por la ratificación de las partes y en todo caso por prescripción extraordinaria”.

En el caso concreto la nulidad aparece de manifiesto en el acto que contiene la promesa; el referido escrito fue invocado en el litigio como fuente de derecho u obligaciones y al proceso concurrieron  en calidad de partes, las personas que intervinieron en la celebración de aquel.

En esas condiciones, se confirmará el fallo de primera instancia que declaró la nulidad de la promesa que se invocó por las partes como fuente de obligaciones y derechos, tanto en la demanda principal como en la de mutua petición.

Como consecuencia de esa determinación, se considera la Sala relevada de analizar las pretensiones que cada una formuló con fundamento en la referida promesa, porque declarada su nulidad, se retrotraen las cosas al estado en que se hallaban si no hubiese existido la promesa y por ende, no es del caso emitir pronunciamiento alguno sobre las declaraciones solicitadas, relativas a la simulación del acto, la lesión enorme o su nulidad relativa.

Por esa misma razón y debido a los efectos retroactivos del fallo, sería menester emitir algún pronunciamiento en relación con las restituciones mutuas que como consecuencia de la nulidad absoluta en este asunto se generan. Sin embargo, están de acuerdo las partes en que la suma de $40.000.000 que en el documento respectivo se pactó como precio, no fue efectivamente cancelada por el señor Jhon Jairo Castaño Torres y que éste no tiene en la actualidad la posesión del predio prometido en venta.

Así las cosas, ninguna determinación debe adoptarse para restituir a las partes al estado en que se encontraban de no haberse declarado la nulidad porque en este caso concreto no existe equilibrio patrimonial que proteger. Así se decidirá por medio de esta providencia. 

VI-   DECISIÓN

De acuerdo con lo expuesto, esta Sala confirmará el fallo objeto de impugnación, pero por los motivos aquí expuestos y se adicionará para decidir que no hay lugar a ordenar restituciones mutuas.

En razón a que ambas partes apelaron y a que la sentencia objeto de revisión será confirmada, se abstendrá la Sala de imponer condena en costas en esta instancia.

En mérito a lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

CONFIRMAR la sentencia de fecha 17 de septiembre de 2008, proferida  por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, en el proceso ordinario promovido por Eugenia Salazar Schadlich contra John Jairo Castaño Torres.

Sin costas en esta instancia.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados.




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



GONZALO FLÓREZ MORENO




JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

�	 Sala de Casación Civil, sentencia del 24 de junio de 2005, MP. Manuel Isidro Ardila Velásquez, Exp. 1999-01213-01
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